Carátula 


COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, TURISMO Y SERVICIOS 
(Sesión celebrada el día 9 de mayo de 2018). 

SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 

(Son las 16:10). 


—La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios tiene el gusto de recibir a 
una delegación compuesta por representantes de la Cámara de Armadores del Uruguay y de la 
Cámara de Industrias Pesqueras del Uruguay. Está integrada por el presidente de la Cámara de 
Armadores Pesqueros del Uruguay, señor Ricardo Piñeiro, el señor Fernando Ruiz, por la Cámara de 
Industrias Pesqueras del Uruguay, el señor Rafael Settin y el doctor Guzmán Acosta y Lara designado 
como vocero por ambas cámaras para explicar la situación de la pesca. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.- Queremos agradecer a la comisión por recibirnos hoy, y les avisamos que 
también mañana concurriremos a la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca para exponer sobre la 
grave situación que está viviendo el sector pesquero que no es de ahora, sino de los últimos años. Del 
año 2012 al 2018 hemos sufrido el agravamiento del sector que pone en riesgo su continuidad. 


Es de público conocimiento el cierre de varias empresas vinculadas al sector en los últimos 
años. En siete años han cerrado veintiséis empresas pesqueras. En ese mismo período ha disminuido 
la flota pesquera nacional de 107 barcos a 45 y de aproximadamente 4116 puestos de trabajo que 
habían en 2008, en la actualidad disminuyeron a 1738. 


¿Qué ha ocurrido en el sector pesquero? Se puede clasificar en dos problemas importantes 
uno de origen interno y otro externo. Vamos a comenzar por los externos sobre los que menos 
podemos incidir, pero son importantes. La caída de preferencias arancelarias en Europa y en China 
nos deja en desventaja con nuestro principal competidor que es la República Argentina que tiene una 
devolución impositiva mayor a la nuestra, en un promedio de un 10 % contra un 3 %, por ende tiene 
una ventaja competitiva importante frente a las industrias pesqueras nacionales. A eso debemos sumar 
la competencia internacional de la pesca que cada vez se hace más agresiva por distintos factores lo 
que lleva a que los volúmenes de exportación hayan caído notoriamente así como también los precios 
del producto. Estos datos están disponibles tanto en Uruguay XXI como en la Dinara, razón por la cual 
no vamos a hacer referencia a ellos para no abusar del tiempo de los legisladores. 


En cuanto a los aspectos internos, tenemos elementos normativos que hacen que los costos 
de la producción sean importantes y generen una inequidad en relación a otros sectores del país. ¿Por 
qué decimos eso? Por el Decreto n.* 233 de 2009 que establece un aporte patronal diferencial y 
especial, conocido como el tres por dos para el personal de cubierta, marineros y el Decreto n.* 159 de 
2010 para el personal de patrones y máquinas, que es conocido como el cuatro por tres. Esto significa 
que el sector pesquero es el único sector privado del país que tiene el 100 % de su personal con un 
régimen de jubilación especial y bonificada, lógicamente relacionado a su propia actividad pero que 
genera un costo importante que es muy difícil de afrontar. Si bien en setiembre de 2017 se firmó un 
acuerdo con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social basado en un aumento gradual del aporte 
patronal que se extiende hasta abril de 2020 —fecha en la cual se volvería a las tasas originales 
estipuladas en el decreto mencionado, de 27,5 en un caso y de 18,5 en el otro—, eso ha sido un simple 
paliativo del problema, pero no una solución definitiva. Es decir que el 30 de abril de 2020 tendremos 
una situación agravada en ese sentido, porque no hubo una solución definitiva del asunto. ¿Por qué 
firmamos ese acuerdo en setiembre de 2017? Porque hubo un compromiso en el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, firmado en actas, por el cual se hizo la promesa de buscar una solución definitiva a 
estos costos laborales del sector y una reducción de los costos de los permisos de pesca en las 
categorías A y B de un 30 %, para compensar ese porcentaje tributario mayor. 


Otro tema normativo que incide en los costos productivos del sector de la pesca, es el 
aprobado en la última rendición de cuentas, en la ley n.* 19535, en su artículo 116. Este asunto 
obviamente no es solo para la pesca, sino para el puerto, lo que es más grave aún. Dicho artículo dice: 
«Las empresas prestadoras de servicios en depósitos portuarios o extraportuarios, y en muelles o 
explanadas, deberán mantener una dotación de personal estable suficiente para asegurar los 
requerimientos básicos de su actividad, garantizándole a dicho personal un mínimo de 13 jornales. En 
caso de que las empresas requieran mano de obra eventual la misma deberá ser aportada por un 


operador portuario de la misma categoría o inscripto en la categoría E, correspondiente a empresas 
prestadoras de servicios varios y conexos a la mercadería, mano de obra y equipos, tal como se 
encuentra definida en el artículo 13 del Reglamento de la Ley n.” 16.246, de 8 de abril de 1992, 
aprobado por el Decreto n.” 412/992, de 1. de setiembre de 1992. Las empresas inscriptas en la 
categoría E garantizarán 13 jornales a su personal eventual. En los puertos del interior, para las 
empresas que trabajen con lista de estiba, cuyos trabajadores sumen jornales en más de una empresa, 
deberá computarse el acumulado de jornales realizados en el mes, asegurándose 13. En caso de no 
alcanzarse este mínimo, se considerará una remuneración no menor a 1,25 veces de la base de 
prestaciones y contribuciones, de forma tal de asegurar la inclusión de dichos trabajadores en el Fondo 
Nacional de Salud». 


Este artículo, sin duda, va a aumentar sustancialmente el costo de la operativa de descarga y 
aliste de los barcos pesqueros y, por ende, los costos laborales, haciendo menos competitiva y rentable 
esta industria. A esto debemos sumar elementos importantes en cuanto a la competitividad, pues esto 
no solamente va a encarecer el costo de los puertos, sino que hoy los barcos no ingresan a los puertos 
uruguayos y simplemente en la zona alta se están abasteciendo sin generar recursos para nuestros 
trabajadores y puertos. Este es un elemento serio y preocupante, que abarca no solamente a la 
industria sino también al sector portuario. Además, la diferencia de combustible con Argentina y Brasil 
influye notoriamente en nuestros costos. 


Otro tema importante es la ampliación de la zona de fondeo de barcos mercantes. 
Justamente, otro aspecto que incide directamente en la actividad pesquera es la reducción de las 
zonas habilitadas para pescar. Nos referimos concretamente a la ampliación de la zona vigente para el 
fondeo de los buques que están a la espera de cargas, fundamentalmente para puertos argentinos. 
Esto genera una zona de exclusión para la faena de pesca, además de una contaminación sonora y 
ambiental muy importante. Esta ampliación de la zona de fondeo de barcos mercantes no hace otra 
cosa que generar una limitación de la zona de pesca y, por ende, perjudica a la flota uruguaya para 
poder pescar, incluso sin generar recursos para nuestro país. 


Otro elemento interno importante es la prospección de petróleo y su contaminación. A partir 
de setiembre de 2012 comenzaron las prospecciones de petróleo por sísmica —explosiones con 
cañones de aire en el lecho marino- que generan una onda expansiva de un radio de más de 180 
kilómetros que causa una desestabilización del ecosistema marino, lo que ocasiona una merma 
sustancial en la captura de la flota costera en más del 40 %. Estas prospecciones se extendieron 
durante los años 2013 y 2014 y luego se volvieron a efectuar desde febrero a abril de 2017. Quiero 
resaltar que se tarda más de dos años en restablecer el ecosistema natural lo que genera un perjuicio 
directo a un recurso natural propio que nuestro país venía explotando. Es un hecho a tener en cuenta 
y, Obviamente, debemos tratar de preservar dicho recurso. 


El tendido submarino de cables de fibra óptica es otro elemento que también está influyendo 
negativamente en el sector pesquero. ¿Por qué? Sabemos la importancia que tiene para el país la 
existencia del tendido de cables de fibra óptica, por eso no nos oponemos. Este tendido es de larga 
data, pero hay resoluciones internas de nuestro Gobierno que generan una zona de exclusión de 2 
millas náuticas —es decir, 3,7 kilómetros—, en ambos lados de las cuatro líneas de tendido, y a lo largo 
de todo el tendido. En definitiva, la zona de prohibición de pesca abarca 176.000 hectáreas. 
Obviamente, este es otro impedimento para obtener este recurso natural que tiene movilidad. 
Entonces, limitar la zona de pesca nos complica mucho más nuestra operativa y disminuye la 
rentabilidad. Pero este tema no es el único importante porque esa legislación que tiene nuestro 
Gobierno no obliga a los barcos de bandera argentina que hoy están pescando sobre toda esa zona. 
Quiere decir que la prohibición es solamente para los barcos de bandera uruguaya y al ser un recurso 
natural compartido con la utilización de un mar de uso común, sin lugar a dudas, los barcos de bandera 
argentina no tienen esa prohibición. Esto hace menos competitivos a los barcos de bandera uruguaya 
con respecto a los argentinos. Desde hace once años, es decir, desde que se instaló el primer cable 
hasta ahora, surge esa restricción para los pesqueros uruguayos, pero no para los argentinos. Por eso 
solicitamos al Parlamento nacional —que tiene incidencia directa en este punto— la derogación de esa 
norma, ya que no hay nada que indique que se pueda ocasionar daños a los cables por el efecto de la 
actividad pesquera. La derogación de la norma permitiría a las empresas uruguayas tener las mismas 
condiciones que la flota argentina para competir en la pesca de un recurso compartido por ambos 
países. Por el contrario, si se mantiene esta norma se sigue beneficiando el crecimiento sistemático 
que vienen teniendo nuestros vecinos argentinos por la captura de los recursos disponibles. Como dato 
informativo —-que podrán cotejar con los de la Dinara—, en el 2008 Uruguay capturaba cerca del 60 % 
de los recursos pesqueros y Argentina solamente el 40 %. Actualmente, se ha invertido esa ecuación y 
cada vez hay menos captura por parte de los barcos uruguayos. Esto constituye una pérdida de la 
protección de nuestros recursos naturales, de su explotación y la disminución de las fuentes laborales 
del sector. Esta disposición marítima n.* 155, fue aprobada el 19 de enero del 2015 por la Prefectura 


Nacional Naval de la Armada Nacional. También está la referencia normativa que adjunté en el 
repartido que les entregué. 


El último tema que tomó mayor notoriedad pública —lo habrán visto recientemente en la 
televisión— tiene que ver con los efectos de la toma de enfriamiento de la central de ciclo combinado de 
Punta del Tigre. Este sí es un tema más que grave, no solo para la pesca, sino para la defensa de los 
recursos naturales de nuestro país pues genera un gran impacto ecológico y económico que va a 
afectar en un futuro muy cercano —no más de dos años— a todas las actividades vinculadas al sector 
pesquero, a la industria, a las flotas, a los artesanos de la pesca, etcétera. Las tomas de enfriamiento 
de la central de ciclo combinado de Punta del Tigre están situadas en una zona protegida donde 
desovan varias especies importantes como la corvina —que es la principal especie que exporta nuestro 
país— que además de succionar agua directamente del Río de la Plata, también succionan las huevas y 
los alevines de peces. Esto pone en riesgo inminente la supervivencia de la fauna ictícola del Río de la 
Plata, y afecta tanto a Uruguay como a Argentina. Este hecho, que viene siendo denunciado por el 
Sindicato Único Nacional de Trabajadores del Mar y Afines —Suntma-, por el Sindicato de la Pesca, por 
la Coordinadora de Pescadores Artesanales y por las cámaras empresariales, en el día de ayer tomó 
estado público por los medios de prensa. Es un hecho grave que obliga a la Dinama y al Estado -que 
deben cumplir con los mandatos constitucionales y legales vigentes- a actuar. Nuestra Constitución, en 
su artículo 47, considera que es un derecho y un deber de todo ciudadano y de todo ente o instituto 
público y privado la conservación del medio natural, la adopción de medidas de prevención para evitar 
daños, su recuperación, en el caso de que esté dañado y la no realización de actividades perjudiciales. 
A su vez, la Ley n.” 17283, de 28 de noviembre de 2000, Ley General de Protección del Medio 
Ambiente, en su artículo 1. establece: «Declárase de interés general, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 47 de la Constitución de la República: A) La protección del ambiente, de la 
calidad del aire, del agua, del suelo y del paisaje. B) La conservación de la diversidad biológica y de la 
configuración y estructura de la costa. C) La reducción y el adecuado manejo de las sustancias tóxicas 
o peligrosas y de los desechos cualquiera sea su tipo. D) La prevención, eliminación, mitigación y la 
compensación de los impactos ambientales negativos. E) La protección de los recursos ambientales 
compartidos y de los ubicados fuera de las zonas sometidas a jurisdicciones nacionales. F) La 
cooperación ambiental regional e internacional y la participación en la solución de los problemas 
ambientales globales. G) La formulación, instrumentación y aplicación de la política nacional ambiental 
y de desarrollo sostenible». 


A nuestro entender, esas son parte de las obligaciones que como Estado estamos 
incumpliendo, con lo que se pone en riesgo la continuidad de una especie como la corvina, que es 
fundamental para nuestra producción y para nuestras exportaciones, además de la importancia que 
tiene el pescado como un elemento complementario en la dieta de los uruguayos. 


A nuestro entender, existe una solución a este problema: cambiar el sistema de enfriamiento 
mediante un circuito cerrado. De esa forma el mecanismo de enfriamiento no succionaría las larvas y 
huevas de los peces, permitiendo su reproducción natural y la continuidad del ecosistema. Hasta la 
fecha, ni UTE ni la Dinama han escuchado esta denuncia que pone en riesgo la existencia de un 
recurso natural que pertenece a todos los uruguayos. 


En el día de ayer escuchamos por los medios de prensa a representantes de UTE que 
dijeron que la solución a este tema es poner una rejilla. Esa no es la solución. Creemos que el impacto 
ambiental que esto provoca debe ser conocido por la sociedad y por las cámaras empresariales, que 
estamos sufriendo y vamos a seguir sufriendo la baja de las capturas. Sin lugar a dudas, esto va a 
poner en riesgo la continuidad de toda la actividad pesquera. 


En concreto, solicitamos a los señores senadores que intercedan en la defensa de los 
recursos naturales propios y de nuestra soberanía nacional a los efectos de que se busque una 
solución y se nos dé una respuesta ante el cambio de mecanismo de enfriamiento de la planta de UTE 
de ciclo combinado, informando a las cámaras empresariales y a la población en general sobre el 
impacto medioambiental y las consecuencias que tiene para la fauna ictícola. Solicitamos también la 
firme intervención de la Dinama en este punto, así como el análisis de las normas mencionadas 
anteriormente a los efectos de buscar una disminución de los costos laborales que afronta el sector y la 
derogación de normas que limitan la zona habilitada para la pesca. Parte de la normativa que hemos 
mencionado se podría estar evaluando o reconsiderando, como el tema de los cables y la planta de 
UTE que, obviamente, para nosotros es la gota que desbordó el vaso en la continuidad de la industria 
pesquera. 


Quedamos a disposición para cualquier tipo de aclaración o pregunta que deseen realizar los 
senadores a los especialistas de ambas cámaras. Obviamente, si esta situación continúa, la industria 


pesquera dejará de existir. Tanto el sindicato como las cámaras están seriamente preocupados por la 
continuidad del sector, cosa que seguiremos exponiendo en los distintos ámbitos que nos reciban. 


Muchas gracias. 


SEÑOR DELGADO.- Es un gusto recibir a las delegaciones de la Cámara de Armadores del Uruguay y 
de la Cámara de Industrias Pesqueras del Uruguay. 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca —integrada por algunos de los senadores que 
hoy estamos aquí- se reunirá mañana y tiene previsto recibir a una delegación. Incluso, ha solicitado 
una reunión con el sindicato, fundamentalmente por el tema de los recursos pesqueros y por el de la 
Central Punta del Tigre, situación por demás compleja. La idea es convocar a la UTE, al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a las comisiones de Industria, Energía y Minería y 
de Medio Ambiente, así como a la Dinara —que es el otro actor que no fue consultado, cuando se hizo 
el estudio de impacto ambiental, para conocer el efecto que podía haber en esa zona de desove-—, para 
ver si podemos encontrar una solución o generar una mesa de trabajo que encuentre una salida que 
satisfaga a todos, antes de que esto tenga un mayor impacto negativo irreversible, tanto en Uruguay 
como en Argentina. Esto con respecto al tema de la afectación por la toma de enfriamiento en la planta 
de Punta del Tigre. 


En cuanto al sector —que está sufriendo una pérdida de puestos de trabajo, de actividad, de 
barcos que hoy están en funcionamiento y de fábricas—, estamos ante una situación realmente 
compleja que tiene varios factores. Ustedes hablaron de los aportes y de una cantidad de cosas que 
vamos a leer con más detenimiento, pero quiero centrarme en una de ellas. Pidieron especialmente la 
derogación de una norma que afecta a la industria pesquera nacional y, además, va en detrimento de 
la competencia que tenemos con la industria argentina. Después hicieron referencia a una disposición 
de la Armada; concretamente, se trata de un decreto que hoy está vigente y que puede generar esa 
afectación vinculada a la fibra óptica, que hoy está perjudicando porque, en una zona que es 
compartida, los buques uruguayos enfrentan restricciones mientras que los argentinos no las tienen. 


SEÑOR PIÑEIRO.- Nosotros hablamos de un artículo que está en una ley de presupuesto, en el que se 
establece una zona de exclusión de una milla náutica para cada lado de los cables submarinos. 


Los cables submarinos están enterrados un metro por debajo del fondo marino, hasta los mil 
metros de profundidad, o sea que las redes que nosotros usamos nunca estarían en contacto con los 
cables. De hecho, cuando se instaló el primer cable de fibra óptica esa normativa no estaba en vigor. 
Hemos pasado diez años trabajando sobre los cables submarinos sin que hubiera ningún tipo de 
problema; así que está demostrado que la pesca no les ocasiona problemas a los cables submarinos. 
Hoy en día la norma está vigente y hay cuatro cables submarinos, todos con la misma característica: 
están enterrados como mínimo a un metro o a un metro y medio debajo del lecho submarino. Se da la 
circunstancia de que los barcos uruguayos no pueden pescar en la zona de exclusión, pero los barcos 
argentinos, que están a nuestro lado, usufructúan la zona común de pesca de una milla para cada lado. 
Ellos pueden pescar, pero nosotros no. A los cables no les pasa nada, pero a los barcos uruguayos les 
genera una importante zona en la que no pueden pescar. A medida que se fueron tendiendo los cables 
—que, además, no están todos juntos sino que están desparramados- la zona de exclusión se hizo 
cada vez más grande, lo que ocasiona una importante limitación en la forma de pescar. 


Entonces, nuestro planteamiento es que se derogue ese artículo específico de una ley de 
presupuesto para poder trabajar. El último problema que hubo con los cables de fibra óptica se produjo 
porque un barco mercante, que estaba fondeado, en medio de un temporal grande arrastró el ancla y 
enganchó el cable. Esos son los problemas que pueden darse, que no tienen que ver con la flota 
pesquera categoría A y B uruguaya o argentina. Por eso solicitamos que se considere la posibilidad de 
rever esa norma. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.- Por el escaso tiempo que tuvimos para armar esto dada la celeridad con 
que la comisión nos convocó —lo que agradecemos-, no pudimos encontrar la disposición exacta, pero 
estamos casi seguros de que está en la Ley n.* 16287 de presupuesto. De todos modos intentaremos 
proporcionar esta información a la brevedad. Entendemos que es un artículo de una ley de 
presupuesto el que genera esta inequidad en la competencia porque, además, está claro que lo que 
nosotros no pescamos va a parar a las redes de los otros. No nos olvidemos de que la actividad 
pesquera utiliza un recurso natural que está en el agua y se mueve, por lo que no podemos pescar 
nosotros, lo va a pescar otro. Este es un tema importante no solo desde el punto de vista de la 
producción sino también por la soberanía. Creemos que, con su escasa flota, la industria pesquera 


sigue cumpliendo con esta actividad gracias al gran esfuerzo de empresarios privados uruguayos, que 
compiten contra empresas extranjeras muy grandes; esto es muy importante porque ayuda y 
contribuye a preservar la soberanía nacional, lo que no es un tema menor. Estamos haciendo este 
pedido de auxilio por nuestros barcos, pero también por las empresas industriales que 
lamentablemente han ido cerrando. La lucha en la actividad pesquera ya no se limita a temas de 
salarios sino que se trata de mantener la continuidad de esta actividad. Es notorio lo que está 
sucediendo con la corvina, que es nuestro producto estrella de exportación, y con la alerta que tuvimos 
en el día de ayer esto se agrava mucho más. Por estas razones queríamos plantearles la situación de 
nuestro sector. 


SEÑOR AMORÍN.- A los efectos de colaborar, quiero decir que la solución a este tema de la exclusión 
de pesca en la zona donde hay cables submarinos quizás sea más sencilla porque esta disposición se 
basa en una convención de Naciones Unidas que ha sido internalizada por ley. Esta norma establece la 
facultad del Estado a proteger los cables submarinos del riesgo de su rotura. Me da la impresión de 
que la única norma que hay es la de la armada, por lo que quizás sea bastante más sencillo de lo que 
imaginamos, sobre todo si se atiende la lógica de que hay barcos argentinos pescando, cosa que 
nosotros no podemos impedir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. Seguiremos analizando este 
tema y obviamente les trasmitimos nuestra preocupación en relación a toda la información que nos han 
brindado, que muestra la problemática de un sector que es muy importante para el país, por más que 
este le sigue dando la espalda al mar y a los ríos. 


(Se retiran de sala los representantes de la Cámara de Armadores del Uruguay y 
de la Cámara de Industrias Pesqueras del Uruguay). 

—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da del siguiente). 


«Nota de la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca invitando a los integrantes de la 
Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios a la sesión del día jueves 10 de mayo, a 
las 13 horas, para recibir a los representantes de las Cámaras de Pesca, CAPU, CIPU y la Intergremial 
Marítima». 


—No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 16:35). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


